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2.2.3. Empleo Público

2.2.3.1. Introducción 
En este apartado, desde la Defensoría del Pueblo Andaluz, ponemos el acento y nos preocupamos 
de las condiciones de trabajo de las personas empleadas públicas, velamos por la protección de 
sus derechos laborales y analizamos sus dificultades en la prestación de los servicios públicos. 

La Resolución de 25 de septiembre de 2015 aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas, 
titulada “Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible” exponía en su 
preámbulo que, la Agenda es un plan de acción en favor de las personas, el planeta y la prosperidad 
y continuaba manifestando que “estamos decididos a tomar las medidas audaces y transformativas 
que se necesitan urgentemente para reconducir al mundo por el camino de la sostenibilidad y la 
resiliencia. Al emprender juntos este viaje, prometemos que nadie se quedará atrás”. A partir de esta 
presentación, podemos afirmar que cuando hablamos de empleo público, de entre los 17 Objetivos 
de Desarrollo Sostenible (ODS) enunciados en la Agenda -y sin perjuicio de la interrelación existente 
entre todos ellos y la constante búsqueda del pleno empleo- es en el Objetivo 8, desarrollado a través 
de todas sus metas, en el que nos podríamos reflejar más fácilmente, pues dicho objetivo aborda 
el reto de “Promover el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo pleno y 
productivo y el trabajo decente para todos”, logros que se han de perseguir tanto para el personal 
del sector privado como para el del sector público, promoviendo, la igualdad y la estabilidad en el 
empleo; unas retribuciones dignas acorde con el desempeño que permitan que las personas puedan 
vivir fuera del riesgo de pobreza; y unas condiciones laborales seguras.

Erradicar el trabajo forzoso y en precario y caminar en busca del pleno y mejor empleo, con la pro-
tección de los derechos laborales y la consecución de un entorno de trabajo seguro y sin riesgos para 
todos los trabajadores, repercute en un crecimiento económico más fuerte e inclusivo y mejora la 
vida de miles de millones de personas. El trabajo decente incrementa los ingresos de los individuos 
y de las familias, y coadyuva a eliminar la pobreza y las desigualdades sociales (ODS 10).

Los servicios públicos constituyen una garantía para la igualdad de oportunidades y la protección de 
los derechos fundamentales de la ciudadanía. Contar con empleadas y empleados públicos profe-
sionalizados es una condición necesaria para dar respuesta a las necesidades de la población, para 
promover el crecimiento económico, para avanzar en el estado del bienestar (ODS 3), para consolidar 
las instituciones públicas (ODS 16) y para promover la cohesión territorial y social. 

Actualmente, la administración pública está inmersa en un proceso de transformación digital de 
los servicios públicos para mejorar la eficacia y la eficiencia en su actuación, proceso que tiene que 
realizarse en condiciones adecuadas para garantizar los derechos de la ciudadanía y sobre todo tener 
en cuenta el lado humanista de la digitalización, poniendo a la persona en el centro, de forma que 
permita avanzar a la sociedad. Para conquistar el derecho a una buena Administración -reconocido 
en nuestra Constitución a través del artículo 103-, es imprescindible situar el punto de partida en las 
condiciones laborales en las que se encuentran las personas que a diario desempeñan las funciones 
anejas a los servicio públicos.

A mayor abundamiento, en el ámbito del empleo público, procede hacer mención al I Plan de For-
mación en Objetivos de Desarrollo Sostenible, 2022-2025, liderado por el Instituto Nacional de Ad-
ministración Pública y que ha contado con la colaboración de otras administraciones. Por último, no 
queremos finalizar esta introducción sin referirnos al Acuerdo Marco para una Administración del 
Siglo XXI, adoptado en octubre de 2022 por el Gobierno de España y las Organizaciones Sindicales 
CCOO y UGT.

https://www.inap.es/documents/10136/1818260/I+Plan+de+formaci%C3%B3n+del+INAP+en+Objetivos+para+el+Desarrollo+Sostenible+%28ODS%29+y+Agenda+2030+2022+%E2%80%93+2025/b49618ca-431d-95af-24e7-a878ac0c2bcc
https://www.inap.es/documents/10136/1818260/I+Plan+de+formaci%C3%B3n+del+INAP+en+Objetivos+para+el+Desarrollo+Sostenible+%28ODS%29+y+Agenda+2030+2022+%E2%80%93+2025/b49618ca-431d-95af-24e7-a878ac0c2bcc
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-18961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-18961
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2.2.3.2. Análisis de las quejas admitidas a 
trámite

Desde esta perspectiva, supervisamos la actividad de la Administración en su faceta de empleado-
ra, que abarca las denuncias laborales derivadas de la organización interna -en donde las personas 
empleadas aspiran a un trabajo digno de calidad, que les permita su desarrollo profesional a la vez 
que el desempeño en condiciones óptimas de su puesto de trabajo-, así como las quejas referidas a 
las incidencias surgidas en los procesos selectivos para el acceso al sector público.

En este sentido, en 2023 nos han llegado quejas de empleadas y empleados públicos adscritos al 
ámbito general, sanitario o educativo de la Administración de la Comunidad Autónoma Andaluza, 
de sus entidades locales y de sus entidades Institucionales que consideran que la Administración 
correspondiente no respeta sus derechos laborales, por lo que solicitan la intervención y supervisión 
de esta Defensoría. De igual manera, personas que se encuentran fuera de la Administración pero 
que aspiran a formar parte del conjunto de personas que trabajan en el sector público, a través de 
los distintos procesos selectivos, se dirigen a esta Institución para denunciar lo que consideran irre-
gularidades en el desarrollo de los referidos procesos. 

A continuación, agrupados en los distintos apartados propuestos, relatamos los asuntos que consi-
deramos más relevantes y que hemos tenido la oportunidad de analizar durante este año.

2.2.3.2.1. Procesos selectivos de acceso a la 
Administración Pública

Al igual que el año anterior, durante 2023 han seguido llegando quejas relativas a los retrasos que 
estaban afectando al desarrollo y conclusión de muchos de los procesos selectivos, convocados 
por el Instituto Andaluz de Administración Pública, para el acceso a la función pública de la Junta de 
Andalucía, asunto que propició la apertura de oficio de la queja 22/6780 el pasado año 2022.

Pues bien, como ya tuvimos ocasión de avanzar en el Informe Anual de 2022, a través de nuestra 
investigación pudimos observar que desde que se aprobaba la correspondiente oferta de empleo 
público hasta que culminaba el proceso selectivo -incluida la toma de posesión en la plaza concreta- 
transcurría en muchas ocasiones más de tres años.

Estas dilaciones en los procesos selectivos ocasionan a las personas afectadas graves perjuicios a 
nivel intelectual, económico, familiar y/o profesional, que no se ven recompensadas con el inicio de 
la correspondiente relación laboral en el plazo de tiempo previsto inicialmente. 

Tras concluir nuestra investigación en el año 2023 y realizar un análisis detenido de la información a 
la que hemos tenido acceso, pudimos concluir que el Instituto Andaluz de Administración Pública 
trata de justificar estos retrasos en el desarrollo y conclusión de los procesos selectivos, en el impacto 
que el estado de alarma tuvo en estos procesos, no solo por la suspensión de los plazos, sino por las 
medidas de las autoridades sanitarias que dificultaron el desarrollo normal de los procesos. Y a que 
debido a estas circunstancias hubo que gestionar un número de procesos y plazas sustancialmente 
mayor que los gestionados en años anteriores.

No obstante lo anterior, esta Defensoría, cuya actuación no tiene otra finalidad que velar y garantizar 
el respeto de nuestro ordenamiento jurídico por parte de la administración pública, garantizándose 
de esta forma los derechos e intereses de la ciudadanía en sus relaciones con ésta, -y sin desconocer 
por nuestra parte las dificultades que hayan podido surgir en cada uno de los diversos procesos y 
reconociendo nuevamente el gran esfuerzo realizado por la administración-, consideramos que era 
nuestro deber  recordar e insistir en la obligación de respetar los plazos establecidos en la normati-
va de aplicación, concretamente, el establecido en el artículo 70 del Estatuto Básico del Empleado 
Público.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-sobre-la-dilacion-en-el-desarrollo-de-los-procesos-selectivos-de-acceso-a-la-funcion
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En consecuencia, formulamos al Instituto Andaluz de Administración Pública y a la Dirección General 
de Recursos Humanos y Función Pública resolución con el siguiente contenido:

“RECORDATORIO DE DEBERES LEGALES: De los preceptos contenidos en el cuerpo de la 
presente Resolución y a los que se debe dar debido cumplimiento, acomodando la actua-
ción administrativa a los principios de eficacia y eficiencia establecidos en el artículo 103 de 
nuestra Constitución. 

RECOMENDACIÓN: Para que se dé debido cumplimiento a los plazos establecidos en relación 
con el desarrollo de los procesos selectivos en la normativa de aplicación y, en concreto, al 
indicado en el artículo 70 del Estatuto Básico del Empleado Público. 

SUGERENCIA: Para que, en el marco de la normativa vigente, se promuevan y adopten las 
medidas necesarias para, en el futuro, evitar el retraso desmesurado en los procesos selecti-
vos de acceso a la función pública de la Junta de Andalucía y avanzar en pro de la agilidad 
de los mismos.”

También en relación con los retrasos en la conclusión de los procesos selectivos, nos referimos a un 
grupo de participantes que habían aprobado sin plaza en el proceso selectivo al Cuerpo de Gestión 
Administrativa, especialidad Gestión Financiera (A2.1200), correspondiente a las ofertas de empleo 
público de los años 2017 y 2018 y, encontrándose pendiente de concluir, se convoca un nuevo proceso 
selectivo. Estas personas se ven obligadas a participar en el mismo, dándose la circunstancia de que 
en el momento de tener que realizar el tercer ejercicio de esta última convocatoria, renuncian en el 
primer proceso selectivo más de 29 personas, de manera que en función de la puntuación y posición 
de los promotores de la queja podrían resultar adjudicatarios de una de las plazas ofertadas, pero 
al no haberse publicado las listas complementarias se veían en la obligación de continuar con el 
segundo proceso selectivo en el que estaban inmersos.

Esta situación les ocasionaba un grave perjuicio, toda vez que siendo potenciales adjudicatarios 
de una plaza en un proceso selectivo anterior, se veían obligados a participar en un segundo 
proceso selectivo, debido a un desproporcionado retraso por parte de la administración en la con-
clusión de un proceso selectivo que se estaba solapando con otro correspondiente a una oferta de 
empleo público posterior.

Examinada la información a la que hemos tenido acceso tras la investigación llevada a cabo con oca-
sión de las quejas recibidas pudimos concluir que la actuación de la Dirección General de Recursos 
Humanos y Función Publica se ha ajustado a las prescripciones que se establecen en las bases de 
la convocatoria respetándose los plazos establecidos, no pudiéndose obviar que el problema funda-
mental radica en el retraso que afecta al desarrollo del proceso selectivo en su conjunto.

Ello no obstante, no parece que pudiera justificarse el período de tiempo que transcurre desde que la 
Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública encarga al Instituto Andaluz de Adminis-
tración Pública que requiera a la Comisión de selección la elaboración de las listas complementarias 
hasta que tres meses después se cumplimenta dicho trámite.

Consideramos que en este caso, y dado el excesivo retraso y el perjuicio que se estaba produciendo, 
debería haber primado la agilidad en beneficio de los afectados.

A título enunciativo procede señalar las quejas 23/0586, 23/0588, 23/0590, 23/0591 y 23/0592.

Otro asunto que consideramos relevante fue el planteado en relación con la aminoración del número 
de plazas previstas inicialmente en un proceso selectivo desconociéndose las causas de ello. Nos 
estamos refiriendo a la queja 23/5778, en la que su promotor expone lo siguiente:

	▷ “Por la presente, interponemos esta reclamación formal, consensuada entre medio cen-
tenar de aspirantes, respecto a una preocupante situación que ha surgido el pasado mes 
de junio con la publicación de las listas provisionales de aprobados del segundo ejercicio 
de las convocatorias para el acceso libre a los cuerpos A1.1100 y A2.1100, en relación con la 
selección de aspirantes por parte del Instituto Andaluz de Administración Pública y en 
defensa del derecho al acceso a la función pública de acuerdo con los principios de méri-
to y capacidad. Es de público conocimiento que la Junta de Andalucía había anunciado 
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una oferta de 344 plazas de empleo del cuerpo A1.1100, así como 165 plazas para el cuerpo 
A2.1100. Sin embargo, de acuerdo con los últimos actos de la Comisión de selección, ha sido 
publicado que la mitad de estas plazas no van a ser cubiertas, sin que se brinden motivos 
claros y justificados sobre esta decisión, concretamente, 129 y 82 plazas en los respectivos 
cuerpos mencionados”. 

La queja ha sido admitida a trámite, solicitando el preceptivo informe de la Dirección General de 
Recursos Humanos y Función Pública. A la fecha de redacción del presente Informe Anual se ha 
recibido informe del Instituto Andaluz de Administración Pública, del cual se ha dado traslado a la 
persona promotora de la queja para su estudio y valoración.

Recibidas éstas, procederemos  a dictar una resolución definitiva en la queja.

Continuando con el análisis de las distintas problemáticas que pueden suscitarse en el desarrollo de 
los procesos selectivos, nos referimos en esta ocasión a un asunto del que se han hecho eco un núme-
ro muy elevado de quejas y que se refieren a la celebración de la primera prueba del procedimiento 
selectivo 2023 de la especialidad 590222 correspondiente a Procesos de Gestión Administrativa, par-
te A (práctica) y en la que los opositores detectan que el nivel de dificultad y laboriosidad de los 
ejercicios no permitió la realización de cada ejercicio en el plazo estipulado para su realización, 
90 minutos ambos ejercicios.

Además, denunciaban que el impreso donde aparecían los enunciados era un boletín sin grapar 
cuyas hojas se separaban, resultando complicada la lectura completa y global de todo el enunciado 
y concluyendo que algunos opositores olvidasen partes del enunciado en su realización. 

Asimismo, exponían que los enunciados de los ejercicios no estaban redactados con claridad y poseían 
imágenes pequeñas que dificultan su comprensión; que no todas las aulas donde se habían realizado 
las pruebas contaban con climatización ante las altas temperaturas, influyendo esta circunstancia 
en la capacidad de atención y concentración de los opositores; y que su capacidad de concentración 
para la realización de las pruebas se había visto alterada por el hecho de haberse realizado las pruebas 
en periodo y horario lectivo de clases, sonando la alarma horaria de los centros durante la prueba y 
soportando el ruido del bullicio del alumnado. 

Por último denunciaban no haber podido utilizar calculadoras científicas no programables, teniendo 
que realizar cálculos largos y complicados con calculadoras domésticas, lo cual dificultó y ralentizó 
el cálculo, y la necesidad de adecuar las sillas al proceso de oposiciones, cumpliendo mínimamente 
la normativa referente a la ergonomía postural.

Ante esta situación, solicitaban que sus consideraciones fueran tenidas en cuenta a la hora de rea-
lizar la valoración de ambas partes de la primera prueba, parte A; que en próximas convocatorias, la 
realización de los enunciados de la parte práctica e informática de la primera prueba recaiga en un 
equipo de profesores de la misma especialidad, que pueda detectar posibles errores, tanto de forma 
como de dificultad y que valoren el tiempo estimado de realización, para que no vuelva a repetirse 
lo acaecido en esta convocatoria; que se establezca nuevamente el tiempo para la realización de las 
pruebas prácticas en 120 minutos para cada parte, como estaba estipulado en el año 2018.

Al respecto, nos hemos dirigido a la Dirección General de Desarrollo Educativo y Formación Profe-
sional al objeto de conocer la realidad del problema. En el momento de redacción de estas líneas 
acabamos de recibir el informe del mentado organismo, encontrándose el mismo en fase de estudio 
y valoración para proceder a dictar la oportuna resolución con las debidas garantías, por lo que nos 
comprometemos a dar cuenta a esa Cámara de la Resolución que pudiera dictarse en el próximo 
Informe Anual.

Ilustran esta cuestión, entre otras, las siguientes quejas 23/5158, 23/5275, 23/5276, 23/5292.

Otro de los asuntos que ha tenido especial incidencia tanto en este ejercicio 2023 como en anteriores, 
han sido las quejas recibidas en las que sus promotores denunciaban el hecho de que las ordenan-
zas reguladoras de las tasas de derechos de examen para la participación en un proceso selectivo, 
normalmente convocado por una Administración local, no contemplara la exención de éstas, o en 
su caso alguna bonificación, para aquellos colectivos en situación de mayor vulnerabilidad econó-
mica como podrían ser las personas discapacitadas, las personas miembros de familias numerosas 
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y/o las personas desempleadas. Pues el establecimiento de una tasa en cuantía considerablemente 
elevada, puede impedir que aspirantes sin recursos suficientes vean limitadas sus posibilidades de 
concurrencia a los diferentes procesos selectivos.

En este sentido, en el año 2009 esta Institución inició la queja de oficio 09/0199 al considerar oportuno, 
tras la crisis económica que atravesó el país en 2008, que las administraciones públicas andaluzas 
contribuyeran a facilitar la participación de la ciudadanía en los distintos procesos selectivos sin exigir 
el pago de derechos económicos alguno, ya que dicha exigencia constituye un obstáculo, en muchos 
casos insalvable, para el acceso al empleo público. 

La referida actuación de oficio se dirigió, en el ámbito de nuestra Comunidad Autónoma, a la Junta 
de Andalucía (Consejerías de Economía y Hacienda y de Justicia y Administración Pública), las Dipu-
taciones Provinciales y los Ayuntamientos de más de 50.000 habitantes. Como resultado de la misma, 
formulamos resolución con la siguiente sugerencia: “Promover las acciones oportunas –en su ámbito 
competencial y ante el órgano competente para ello- para incorporar en las normas reguladoras 
de la Tasa por Derechos de Examen por participar en pruebas selectivas de acceso a la función 
pública local (funcionarios y personal laboral), la exención del pago de la Tasa a las personas con 
discapacidad igual o superior al 33 %, a quienes figuraren como demandantes de empleo durante 
el plazo, al menos, de un mes anterior a la fecha de convocatoria y a los participantes miembros 
de familias numerosas.”

Nuestra Resolución fue aceptada, por lo que acordamos decretar el cierre de las actuaciones.

Pues bien, teniendo en cuenta que continuamos recibiendo quejas por los mismos motivos ex-
puestos, consideramos necesario y oportuno abrir nueva actuación de oficio -queja 23/1529- para 
reiterar la conveniencia de que las distintas administraciones públicas, en el momento de regular 
la controvertida tasa de derecho a examen, incluyan una exención o, en su caso, bonificación, a la 
que puedan acogerse las personas con limitados recursos económicos o especial dificultad para el 
acceso al trabajo. Nos estamos refiriendo a las personas desempleadas, personas discapacitadas o 
personas miembros de familias numerosas. En esta ocasión nos hemos dirigido a los ayuntamientos 
con una población inferior a los 50.000 habitantes, por no haber sido ámbito de investigación en 
nuestra anterior actuación y por ser éstos los que en gran número continúan regulando la tasa de 
derecho a examen sin la aplicación de exención alguna, según se desprende de las quejas recibidas. 

Sobre este asunto, la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, fija como tope máximo para el es-
tablecimiento de la cuantía de una tasa el coste real o previsible del servicio. Es decir, el objeto de 
la tasa por derecho a examen es cubrir los gastos que se deriven de la celebración de un proceso 
selectivo convocado por una Administración pública, sin que su recaudación pueda suponer un 
enriquecimiento para dicha Administración. Ahora bien, ese coste opera como límite máximo, no 
como cuantía obligatoria; no es preciso que el importe de la tasa deba cubrir la totalidad del coste, 
es admisible que cubra sólo una parte y que el resto del coste del servicio se cubra mediante otros 
ingresos de derecho público. 

El establecimiento de tasas por debajo del coste es posible, puesto que el artículo 24 de la citada Ley 
establece que, para la determinación de la cuantía de las tasas, podrán tenerse en cuenta criterios 
genéricos de capacidad económica de los sujetos obligados a satisfacerlas. Las tasas son tributos y 
para el sistema tributario rige el principio de capacidad económica, de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 31.1 de nuestra Carta Magna. 

También nuestro Alto Tribunal en sentencia 98/2019, de 31 de enero, admite la posibilidad de que el 
principio de capacidad económica pueda ser utilizado como un criterio modulador de la cuantía de 
una tasa. Por consiguiente, la cuantía de la tasa por debajo del coste real del servicio, amén de estar 
permitido desde un punto de vista legal, deberíamos entenderlo como una obligación por parte de 
las administraciones cuando la tasa afecta a un servicio objeto de un derecho fundamental, como 
el caso de los procesos selectivos para acceder a un puesto en la función pública que deberá estar 
presidido por el derecho de igualdad, debiendo los poderes públicos promover las condiciones para 
el libre ejercicio de este derecho, removiendo cualquier obstáculo que impida o limite dicho ejercicio.

Tras la investigación realizada con la colaboración de las ocho diputaciones provinciales, dado el ele-
vado número de municipios con menos de 50.000 habitantes que existen en el ámbito de nuestra 
geografía autonómica, hemos formulado resolución sugiriendo que “se promuevan las acciones 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-sobre-la-regulacion-de-la-tasa-por-derecho-a-examen-en-las-ordenanzas-municipales-en
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oportunas dentro del correspondiente ámbito competencial, para que los ayuntamientos de menos 
de 50.000 habitantes -que aún no lo hayan hecho, o lo hayan hecho parcialmente- cuando establez-
can sus tasas por derecho a examen tengan presente el principio de capacidad económica como 
criterio modulador de la cuantía de las mismas, de modo que sean accesible económicamente 
para toda la ciudadanía en general; e incorporen exenciones y/o bonificaciones para colectivos más 
vulnerables, tales como los miembros de familias numerosas, personas desempleadas y personas 
con un grado de discapacidad igual o superior al 33 %”.

A la fecha de redacción de estas líneas aún estamos pendientes de recibir una respuesta a las re-
soluciones formuladas. Por lo que siguiendo nuestra línea de actuación nos comprometemos en el 
Informe Anual 2024 a dar cuenta del resultado de esta investigación.

Continuando con la dación de cuentas relativa a los procesos selectivos no podemos dejar de co-
mentar las quejas en las que se denuncia la negativa por parte de los tribunales de oposición a 
la solicitud de acceso al examen de otros opositores planteadas por algunos aspirantes.

Sobre esta cuestión, hemos de decir que es abundante la doctrina jurisprudencial que defiende el 
derecho de los interesados en un proceso selectivo a obtener copia de los exámenes de otros oposi-
tores. En este sentido, procede invocar la Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de junio de 2005, que 
es una referencia en la materia, y que se pronuncia en los siguientes términos:

“(...)En opinión del Tribunal, es irrefutable que los participantes en un proceso selectivo son 
titulares de un interés directo y legítimo en lo relativo al acceso a los ejercicios realizados 
por otros participantes y su conclusión es que el recurrente tiene derecho a acceder a los 
documentos que ha indicado. Y también lo tiene a obtener copia de ellos a sus expensas. Y 
ello porque, además de ser coherente con lo que la Constitución afirma en su artículo 105 
b), también lo es con los principios que deben inspirar la actuación de las Administraciones 
Públicas y, en particular, con el de transparencia que, según el artículo 3.4 de la Ley 30/1992 y 
conjuntamente con el de participación, ha de guiar sus relaciones con los ciudadanos.

Y este derecho se ve reforzado desde el momento en que se conecta de modo directo con el 
ejercicio de un derecho fundamental como es el acceso a la función pública en condiciones 
de igualdad, mérito y capacidad (artículo 23.2. CE).”

En esta línea, igualmente se pronuncia la Sentencia del Tribunal Supremo de 22 noviembre de 2016 
cuando señala:

«no cabe afirmar que haya fases de los procesos selectivos de carácter privado, ni que los as-
pirantes no tengan derecho a conocer los ejercicios de aquellos con los que compiten cuando 
reclamen su derecho fundamental a acceder al empleo público»

Asimismo el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ha analizado la presente cuestión en diversas 
resoluciones, sosteniendo el mismo criterio.

Por consiguiente, y de acuerdo con los posicionamientos expuestos, consideramos que lo oportuno 
sería que las bases de las convocatorias de los procesos selectivos contengan estas previsiones. Como 
ejemplo de la problemática expuesta, citamos la queja 22/5217, en la que formulamos resolución 
recomendando “que se ponga a disposición del interesado las copias de los exámenes de los par-
ticipantes en el proceso selectivo que éste tiene solicitadas y que le han sido denegadas por ese 
Ayuntamiento”. Nuestra Resolución ha sido aceptada.

También queremos hacer mención a otro asunto, en el que la solución adoptada por la administración 
para atender y ejecutar dos procedimientos en los que se encontraba inmerso el mismo interesado 
-y favorables ambos para él-, provoca un resultado inesperado y perjudicial para éste. Nos estamos 
refiriendo a la queja 23/1361, en la que la persona promotora nos indica que siendo laboral en la Junta 
de Andalucía desde 2008, con la categoría de Técnico de Mantenimiento y Servicios, obtuvo sentencia 
estimatoria por la que se le declaraba indefinido no fijo y, a su vez, aprobó un proceso selectivo para 
acceso a su misma categoría. Se encuentra perjudicado por ello, al no ofrecer la Administración el 
código del puesto que ocupa como destino para la toma de posesión por haberlo blindado como 
consecuencia de los efectos de la sentencia. 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-al-ayuntamiento-que-le-facilite-copia-de-los-examenes-de-los-participantes-de-un
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-que-se-incorpore-a-la-oferta-de-vacantes-un-puesto-de-trabajo-inicialmente-previsto
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En la resolución adoptada argumentamos sobre el de-
recho a una buena administración; sobre el principio de 
confianza legítima; y sobre el cumplimiento del fallo de 
la sentencia. Y sugerimos a la administración “que, en 
el marco de la normativa vigente y en el contexto de 
la convocatoria de 9 de noviembre de 2021, se rectifi-
que la oferta de vacantes realizada por Resolución de 
la DGRHyFP de 27 de febrero de 2023, incorporando 
el código del puesto de trabajo 1025910, Jefe Servicios 
Generales, inicialmente previsto”. La administración no 
aceptó nuestra resolución y la argumentación que nos 
trasladó al respecto consideramos que no desvirtuaba 
los argumentos jurídicos de nuestra resolución, por lo 
que, finalmente, cerramos el expediente sosteniendo 
la discrepancia técnica.

También en relación a los procesos selectivos, nos han 
llegado quejas denunciando el descontento con la ad-
ministración por parte de personas afectadas por una 
discapacidad que se han producido en torno a temas 
como la falta o insuficiencia de adaptación en el de-
sarrollo de las pruebas selectivas (queja 23/6257) o 
la localización por la administración educativa de las 
pruebas selectivas durante el verano concentradas en 
una localización turística con el consecuente mayor per-
juicio a aquellas personas que, además de dormir en tal 
lugar, necesitan acompañarse de otras para acudir a los 
puntos de examen (queja 23/6600).

Por último, señalar que durante el ejercicio 2023 el Defensor del Pueblo Andaluz ha recibido numero-
sas quejas relativas a que no se respetan los cupos para el acceso al empleo público de personas 
con discapacidad que se repiten tanto en relación a diferentes procesos (oposiciones en ofertas de 
empleo público, procesos de estabilización del empleo, gestión de bolsas, etc.) como en relación a las 
diferentes administraciones convocantes (administración educativa, sanitaria, de servicios sociales). 
A título de ejemplo citaremos las quejas 23/6065, 23/6212 y  23/9029.

Constatamos a partir de los informes que hemos ido recibiendo que, si bien la correspondiente admi-
nistración convocante cumple, en términos numéricos generales, con el cupo fijado en la normativa 
reguladora, la realidad es que habitualmente concentran el cupo para personas con discapacidad en 
el llamamiento en determinadas categorías (normalmente de nivel inferior) en vez de repartir dicho 
cupo proporcionalmente entre las diversas categorías convocadas. 

Entendemos que, a pesar de cumplir con la normativa, es necesario atender también al espíritu de 
la ley, por ello estamos instando a la administración a que a futuro se respete dicho cupo para todas 
aquellas categorías en que haya número suficiente de puestos a cubrir tal que permita su aplicación, 
evitando, con ello, la discriminación que supone la mayor concentración de reservas en puestos de 
categoría inferior.

2.2.3.2.2. Personas empleadas del ámbito general de 
la Junta de Andalucía

Con respecto a los asuntos que nos han planteado personas o colectivos que se encuentran prestan-
do servicios -tanto con carácter temporal como fijo- en el ámbito de la administración general de la 
Junta de Andalucía, referimos los siguientes:

Los procesos de estabilización y consolidación del empleo temporal han acaparado un volumen 
de quejas muy significativo, en las que se plantea el previsible cese de un gran número de funcionarios 
interinos al servicio de la Administración de la Junta de Andalucía. La lamentable situación a la que 
nos referimos afecta a un importante colectivo que ha prestado servicios para nuestra Administra-
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ción durante muchos años y que, cuando culminen los procesos de estabilización pueden perder 
sus puestos de trabajo, con una posibilidad muy escasa de acceder de nuevo al mercado laboral, 
habida cuenta que su edad ronda en torno a los 50 años. Es por ello, que las personas promotoras 
de las quejas solicitan el apoyo de esta Defensoría ante la vulnerable y precaria situación laboral y 
económica hacia la que se ven abocadas y requieren la búsqueda de una solución que les permita 
mantener su trabajo (queja 23/0997 y 37 más).

Como antecedente, y al hilo de la cuestión comentada, procede traer a colación la reunión que tuvo 
lugar el 2 de diciembre de 2021 con la entonces secretaria general para la Administración Pública y 
la directora general de Recursos Humanos y Función Pública. Dicha reunión se llevó a cabo a raíz de 
un número importante de quejas recibidas a partir del año 2019, en las que las personas promotoras 
-con una edad superior a los 45 años y con más de 30 años de servicio en la Administración- temían 
perder sus puestos de trabajo al ser ocupados éstos por los correspondientes funcionarios de carrera. 

La posición mantenida en ese momento por la Administración de la Junta de Andalucía fue que se 
arbitraría como procedimiento de acceso el concurso-oposición y que se crearía una bolsa de trabajo 
preferente para las personas de más de 50 años que tuvieran que ser cesadas como consecuencia 
de la culminación de los procesos de estabilización abiertos en la Comunidad. Mientras tanto, las 
personas afectadas llamaban a las puertas de esta Institución demandando nuestra ayuda.

En relación con esta cuestión que analizamos y centrando la misma en el ámbito de nuestra comuni-
dad autónoma, hemos de tener en cuenta que la Junta de Andalucía aprobó los Decretos 213/2017, de 
26 de diciembre, y 406/2019, de 5 de marzo, para estabilización de empleo temporal, correspondientes 
a las tasas adicionales autorizadas por las Leyes de Presupuestos Generales del Estado para 2017 y 
2018 para los procesos de estabilización del empleo temporal y que incluían, respectivamente, las 
plazas que, estando dotadas presupuestariamente, hubiesen estado ocupadas de forma temporal e 
ininterrumpidamente al menos en los tres años anteriores a 31 de diciembre de 2016, las plazas que 
desde una fecha anterior al 1 de enero de 2005, hubiesen estado ocupadas ininterrumpidamente 
de forma temporal, en los términos previstos en la disposición transitoria cuarta del texto refundido 
de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, 
de 30 de octubre, y las que hubieran estado ocupadas de forma temporal e ininterrumpidamente al 
menos en los tres años anteriores a 31 de diciembre de 2017.

Posteriormente, el Decreto 263/2021, de 21 de diciembre, por el que se aprueba la Oferta de Empleo 
Público para la estabilización de empleo temporal en la Administración General de la Junta de An-
dalucía para 2021, y el Decreto 91/2022, de 31 mayo, mediante el que se aprueba la Oferta de Empleo 
Público para la estabilización del empleo temporal en la Administración General de la Junta de Anda-
lucía, dictado en virtud de lo dispuesto en la regulación estatal de carácter básico contenida en la Ley 
20/2021, de 28 de diciembre, incluyen un número de plazas distribuidas por cuerpos, especialidades 
y opciones para el acceso libre de personal funcionario. Asimismo, contemplan una serie de medidas 
tendentes a favorecer la estabilización del personal afectado.

A este respecto, procede indicar que nuestra Administración autonómica ha estado  comprometida 
y ha sido cumplidora con los plazos previstos en las leyes de presupuestos para 2017 y 2018, para la 
reducción de la temporalidad, lo que ha supuesto que la mayoría de las plazas a estabilizar fueran 
ofertadas en dichos procesos, anteriores a la nueva regulación estatal básica introducida por la Ley 
20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo 
público. 

De manera que la medida que prevé la disposición adicional sexta de la citada ley en el sentido de que 
se convoquen, con carácter excepcional, conforme a lo previsto en el artículo 61.6 del texto refundido 
del Estatuto Básico del Empleado Público, por el sistema de concurso, aquellas plazas que, reunien-
do los requisitos establecidos en el artículo 2.1, hubieran estado ocupadas con carácter temporal de 
forma ininterrumpida con anterioridad a 1 de enero de 2016, procedimiento más ventajoso que el 
concurso-oposición, va a afectar a un número residual de plazas.

Por otra parte, el artículo 2.6 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, introduce también como novedad 
que corresponderá una compensación económica, equivalente a veinte días de retribuciones fijas 
por año de servicio, prorrateándose por meses los periodos de tiempo inferiores a un año, hasta un 
máximo de doce mensualidades, para el personal funcionario interino o el personal laboral temporal 
que, estando en activo como tal, viera finalizada su relación con la Administración por la no superación 
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del proceso selectivo de estabilización, siempre y cuando hubiese participado en el mismo, pues en 
caso contrario perdería el derecho a dicha indemnización. 

Por consiguiente, nos encontramos con dos grupos de empleados públicos, los que han participado 
en las ofertas de empleo público convocadas con anterioridad al mentado Cuerpo Legal y los que 
han participado en ofertas posteriores. Los primeros no tienen más ventajas que su participación o 
inclusión en la bolsa preferente y a los segundos se les aplican todos los beneficios que contempla 
la Ley 20/2021 de 28 de diciembre, y a los que hemos hecho expresa referencia en párrafo anteriores, 
dándolo aquí por reproducido.

Ante esta situación, esta Defensoría quiso reunirse nuevamente con representantes de la Dirección 
General de Recursos Humanos y Función Pública, el 15 de marzo de 2023, con el fin de impulsar la 
evacuación del informe solicitado y trasladar nuestra preocupación con la situación de las personas 
que pudieran resultar afectadas. 

Los procesos de promoción interna del personal funcionario de carrera que ocupe con carácter 
definitivo un puesto de doble adscripción. 

Exponen las personas promotoras de las quejas recibidas que Función Pública sostiene que este 
personal podrá solicitar la adjudicación del mismo puesto, con el mismo carácter de ocupación, 
siempre y cuando el área funcional o relacional de aquel esté directamente relacionada con las fun-
ciones del cuerpo, opción y/o subopción al que se promociona y además se cumplan los requisitos 
de la Relación de Puestos de Trabajo.

Sin embargo, el personal funcionario de las características descritas considera que este requisito no 
se contempla ni en las bases de la convocatoria, ni en el Decreto 2/2002, de 9 de enero, por lo que es 
contrario a los principios fundamentales del derecho, además de generarles indefensión y un grave 
perjuicio y agravio comparativo a las personas que se encuentran ocupando puestos de doble ads-
cripción, ya que en anteriores convocatorias los funcionarios que participaron y que ocupaban puestos 
de estas características, pudieron solicitar la adjudicación de los mismos sin ningún impedimento.

Tras examinar detenidamente la problemática planteada acordamos dirigirnos a la Dirección General 
de Recursos Humanos y Función Pública al objeto de conocer su versión de los hechos.

Sintetizando lo comunicado por el citado Centro Directivo, se concluye lo siguiente:

“(...) no puede dejar de señalarse que el ejercicio del derecho previsto en el artículo 34 del 
Reglamento aprobado por el Decreto 2/2002, de 9 de enero, recogido en las distintas Resolu-
ciones de ofertas de vacantes, exige que quienes accedan por promoción interna a cualquier 
cuerpo, especialidad u opción, tendrán derecho a que se les adjudique destino en el puesto 
de doble adscripción que estén desempeñando con carácter definitivo, cuando se cumplan 
los requisitos de la relación de puestos de trabajo. Es decir, se deberán respetar las caracte-
rísticas esenciales del puesto establecidas en la relación de puestos de trabajo, entre las que 
se encuentra el área funcional o relacional de aquél, por lo que dicho contenido funcional del 
puesto deberá estar directamente relacionado con las funciones del cuerpo, especialidad, 
opción o subopción al que se promociona; esto es, debe existir una coherencia real y efectiva 
entre las funciones que por su encuadramiento en un área o áreas son inherentes al puesto 
con las que corresponden al Cuerpo, especialidad u opción al que se promociona que hagan 
factible el desempeño adecuado del puesto”.

Tras un examen detenido de todo lo informado, de la problemática planteada por las personas pro-
motoras de las numerosas quejas recibidas y de la normativa que resulta de aplicación al supuesto 
controvertido hubimos de concluir que la actuación de la Dirección General de Recursos Humanos 
y Función Pública se enmarcaba dentro de nuestro ordenamiento jurídico. Ilustran este apartado la 
queja 23/1603 y 42 más.

Por otra parte, también merece especial mención en este Informe, la actuación promovida por esta 
Institución, de oficio, a la que ha correspondido el número de queja 22/7409 que se generó como 
consecuencia de una denuncia referida a la adjudicación de destinos y la adaptación de los pues-
tos para personas con discapacidad intelectual, en los procesos de acceso a la función pública 
de la Junta de Andalucía, concretamente referida al Cuerpo de Auxiliares Administrativos (C2.1000), 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-que-se-adopten-medidas-para-evaluar-el-destino-y-la-adaptacion-de-los-puestos-de-trabajo-a
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correspondiente a la convocatoria de fecha 30 de octu-
bre de 2019. Ya en el Informe Anual pasado dábamos 
cuenta de esta queja.

A través de dicha queja la persona promotora ponía de 
manifiesto que, en el momento de la selección de las 
plazas ofertadas, la Administración no había tenido en 
consideración las necesidades de adaptación de aqué-
llas al colectivo para el que iban dirigidas. De tal mane-
ra que, en algunos casos, se habían ofertado plazas de 
código unitario que habían dificultado notoriamente 
el desempeño de las funciones y, en consecuencia, la 
integración laboral de estas personas; así como, a su vez, 
una merma en la calidad del servicio público prestado.

En este sentido, se pudo comprobar por esta Institución 
que la resolución, de 30 de octubre de 2019, de la Secre-
taría General para la Administración Pública, por la que 
se convocan para su provisión por acceso libre para el 
ingreso en el Cuerpo de Auxiliares Administrativos de 
la Junta de Andalucía, para personas con discapacidad 
intelectual (C2. 1000), establecía en su base octava, que 
en la adjudicación de destinos se garantizará que las 
condiciones de la asignación de las plazas convocadas 
resulten adecuadas a las circunstancias de las personas 
con discapacidad que sean determinantes para posibi-
litar la efectiva ocupación del puesto.

Pues bien, analizados los informes recabados, no cabe 
duda que nuestra administración autonómica, a través 
de la Dirección General de Recursos Humanos y Fun-
ción Pública y el Instituto Andaluz de Administración 
Pública, viene convocando los distintos procesos de 
acceso a la función pública para personas con discapa-
cidad intelectual ajustándose a las prescripciones nor-
mativas vigentes, promoviendo acciones para facilitar el 
proceso y acceso al empleo público, implicándose y es-
forzándose para hacer realidad el principio de igualdad 
de oportunidades para las personas con discapacidad, 
incorporando en la gestión de los procesos selectivos 
medidas de adaptación y ajustes razonables a sus ne-
cesidades.

Sin embargo, no podemos olvidar que no en todos los casos se ha conseguido el resultado deseable 
-hacer realidad el principio de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad-, pues 
una vez superado el correspondiente proceso selectivo, estas personas han de enfrentarse a la toma 
de posesión de la plaza adjudicada, cuyo acto culmina el proceso de acceso al empleo público.

En este sentido, desde esta Defensoría -que es conocedora de diversos casos en los que el aspirante 
habiendo superado el proceso selectivo, encuentra dificultad en el desempeño y toma de posesión 
del puesto, hasta el punto de llegarse a plantear la no incorporación al puesto asignado-, hemos 
querido incidir en la necesidad de realizar un esfuerzo añadido por parte de la administración com-
petente relativo al previo análisis de las plazas que van a ser ofertadas para la toma de posesión, para 
garantizar que éstas se adecúan a las circunstancias de los aspirantes con discapacidad intelectual 
y, a priori, pueden ser desempeñadas por ellos. Así, en la línea de lo dispuesto en el artículo 28.2 de 
la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, consideramos que este análisis debería evaluar las funciones que 
han de realizarse, la conveniencia de acompañamiento por parte de otros compañeros en el discurrir 
diario, el entorno físico del desempeño y la necesidad de desplazamiento hasta el centro de trabajo, 
pues cualquiera de estos aspectos pueden representar un obstáculo para la adecuada incorporación 
de estas personas. 
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El pasado mes de diciembre, finalizamos nuestra investigación y formulamos Resolución a la admi-
nistración sugiriendo que, por parte de la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública 
y el Instituto Andaluz de Administración Pública se promuevan las medidas oportunas tendentes a 
garantizar y evaluar la efectiva ocupación del puesto -así como el progreso profesional- para cumpli-
miento de la obligación establecida en el artículo 59 del Estatuto Básico del Empleado Público y en 
el artículo 28 de la Ley 4/2017, de 25 de septiembre. Así, entre otras medidas que se pudieran adoptar, 
sugerimos desde esta Defensoría las siguientes: 

	▷ ”1- Análisis previo de los puestos de trabajo, su entorno físico, organizativo y las funciones 
a desempeñar, para determinar aquellos en los que estas personas puedan desarrollar 
todo su potencial.

	▷ 2- Designación de lo que podríamos denominar compañero tutor que se encargue del 
acercamiento al puesto de trabajo, de la implementación de accesibilidad, de determinar 
los ajustes razonables y apoyos necesarios y elevarlos a los responsables correspondientes 
para su implementación.

	▷ 3- Seguimiento temporal y evaluación de resultados, para conocimiento de la consecución 
de los objetivos y, en su caso, adopción de medidas correctoras”. 

En otras ocasiones encontramos quejas en las que se denuncia que las adaptaciones no resultan 
suficientes para el correcto desempeño de las funciones del empleado público. Es el caso de la 
queja 22/8556, en la que la persona promotora, funcionario de carrera de la Junta de Andalucía, 
perteneciente al Cuerpo Superior Facultativo, A1 2016, manifestaba que, debido a su condición de 
discapacitado sensorial, invidente, y a que sufre una lesión en la extremidad superior izquierda, que 
afecta a la sensibilidad de ambas manos, en ningún momento de su trayectoria como funcionario ha 
tenido el puesto de trabajo adecuadamente adaptado. En su escrito, exponía las dificultades diarias 
con las que se encuentra para desarrollar su trabajo cotidiano, pese a haber solicitado la adaptación 
al puesto de trabajo a través del Técnico de Riesgos Laborales, tal y como dispone la normativa de 
aplicación. Asimismo, el Área de Vigilancia de la Salud de su centro de trabajo emitió un Informe de 
aptitud para desempeño de las funciones y tareas del puesto habitual, en el que se pronunciaban 
en este sentido: “Para la realización de las tareas y funciones de su puesto de trabajo, el trabajador 
necesita adaptación al mismo. En virtud de la urgencia de la adaptación se indica PRIORIDAD I, 
inmediata.”

Solicitados informes a la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública y al Instituto 
Andaluz de Administración Pública, se nos informaba que se estaban llevando a cabo todas las me-
didas que se consideraban adecuadas, necesarias y posibles, dentro de su ámbito competencial, para 
la adaptación del puesto de trabajo. No obstante, habiendo transcurrido más de un año, el promotor 
de la queja continuaba teniendo dificultades en algunas de las aplicaciones de uso diario para el 
desempeño de su puesto.

En estos momentos, nos encontramos analizando toda la documentación.

Asimismo, también nos referimos a otra queja en relación a que se requiera a la administración de la 
Junta de Andalucía que se facilite a las personas que se van a incorporar al empleo público la acredi-
tación de su capacidad funcional por personal facultativo de atención primaria, especialmente 
en aquellos casos en que la persona que va a acceder se encuentra en situación de desempleo y/o 
con escasos recursos (queja 23/5504).

Al respecto, la Ley de Estatuto del Empleado Público, cuyo texto refundido vigente se encuentra 
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 octubre, en su artículo 56.1.b) requiere a las per-
sonas candidatas al empleo público, entre otros requisitos, acreditar su capacidad funcional para 
desempeñar las tareas, tanto desde el punto de vista intelectual como físico.

Estando pendiente de concluir la investigación por parte de esta Institución, habiéndonos dirigido 
tanto a la administración competente en materia de función pública como a la sanitaria, en los pri-
meros informes recibidos se nos indica, en resumen, que en la fase de participación en los procesos 
selectivos, los candidatos y candidatas formulan una declaración responsable al respecto y no es 
hasta que la persona ha superado dicho proceso y “en cualquier caso, antes de que se produzca 
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la adjudicación del destino definitivo, previa al acto formal de toma de posesión (…)” cuando debe 
presentar tal acreditación.

En dicho informe se nos refiere que: “En las instrucciones de esta Dirección General [de Recursos 
Humanos y Función Pública] se indicaba que la capacidad funcional para el desempeño de las 
tareas propias del cuerpo o categoría debe ajustarse a las que se establecen en las propias bases 
de la convocatoria. De esta forma, aquellas personas que accedan por el cupo de reserva para 
personas con discapacidad deberán presentar certificado en el que conste su capacidad o aptitud 
para el desempeño de las funciones propias del cuerpo o la categoría a que se opta, expedido por 
alguno de los Órganos Técnicos de Valoración de la Junta de Andalucía u órgano equivalente de 
otra comunidad autónoma. Con independencia de los aspectos y circunstancias clínicas y del es-
tado de salud que el órgano que lo expide considere preciso indicar, dicho certificado deberá hacer 
mención expresa a dicha categoría y/o especialidad.

En el resto de los supuestos, en los que se exige el certificado médico que acredite poseer la capa-
cidad funcional para el desempeño de las tareas propias o habituales del cuerpo, especialidad, 
opción o subopción o categoría profesional, según corresponda, se tendrán por válidos los siguientes:

a) Certificado médico oficial editado por el Consejo General de la Organización Médica Colegial y 
expedido por personal médico colegiado.

b) Certificación expedida por el médico de familia del Servicio Andaluz de Salud o por facultativo 
del Sistema Nacional de Salud que corresponda a la persona interesada, en su caso. En el supuesto 
de expedición por el Servicio Andaluz de Salud, deberá contenerse en el modelo de certificación 
configurado en el Sistema DIRAYA. (...)”.

En la investigación que continúa en tramitación, trataremos de determinar si ha de ser en la con-
vocatoria de cada proceso donde se indique la posibilidad de que sea la administración sanitaria la 
que expida el certificado o si cabe que en supuestos de omisión en la pertinente convocatoria deba 
entenderse que dicha administración se encargue de ello.

Otro de los asuntos ha sido la demora en la apertura de la Bolsa Única Complementaria del 
Personal Laboral. En este año 2023 se han recibido numerosas quejas en relación a la demora en la 
apertura de la Bolsa Única Común (BUC) para las categorías profesionales del VI Convenio Colectivo 
del Personal Laboral de la Administración General de la Junta de Andalucía (queja 23/6781 con 22 
quejas acumuladas), dado que no se abre desde finales del año 2019, ni para actualizar datos ni para 
acceder a esta bolsa, aún cuando su apertura es anual en relación a los méritos conseguidos hasta 
31 de diciembre del año anterior.

Actualmente, la tramitación de esta queja se encuentra pendiente de recibir alegaciones al informe 
remitido por la administración.

Al respecto, la administración, a través de la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pú-
blica, nos informó de que: «La Bolsa Única Común de la Junta de Andalucía nació con vocación de 
convertirse en una vía de acceso al empleo público, “única y común” que, precisamente por dejar 
a un lado y superar los sistemas del pasado, en los que coexistían fórmulas diversas de acceso al 
empleo, con criterios también diversos, garantiza de mejor forma el respeto a los principios de obje-
tividad, igualdad, mérito, capacidad y transparencia, permitiendo a cualquier ciudadano presentar 
su solicitud y optar a un empleo temporal en la Junta de Andalucía.

Sin lugar a dudas, este ambicioso proyecto ha tenido una honda repercusión en la ciudadanía, 
que ha visto en él la oportunidad de incrementar sus posibilidades de obtener un empleo público. 
Muestra de ello son las más de medio millón de solicitudes recibidas para las 41 categorías profe-
sionales convocadas en los 5 grupos de personal laboral existentes.

Desde su implementación, la Junta de Andalucía no ha cesado en el empeño de poner a disposición 
de este proyecto los medios materiales y humanos necesarios para lograr los objetivos propuestos, 
aunque siempre consciente de las limitaciones tecnológicas existentes aún, y satisfechos con las 
mejoras procedimentales que poco a poco se han ido implementando para agilizar y simplificar 
la selección del personal.. (…)
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Actualmente se ha baremado un 100 por cien del total de solicitudes admitidas. Las categorías 
actualmente en gestión suman un total de veintinueve (más de un 70 % del total). (...)

Una vez concluida la baremación se aprueban las listas provisionales y, tras el correspondiente 
período para alegaciones, se elevan a definitivas. Un proceso que afecta a un número tan impor-
tante de aspirantes no está exento de incidencias que deben ser resueltas e implementadas en el 
sistema informático que le da soporte. Por razones operativas y de medios aplicables, se necesita 
concluir esta primera fase para abordar la fase de actualización y admisión de nuevas solicitudes».

Asimismo, la Institución ha recibido diversas quejas durante 2023 denunciando discriminación a 
personas con discapacidad en los procesos de gestión de recursos humanos en el ámbito de la 
administración autonómica. Estas quejas se centran en reprochar que no se les realice el llamamiento 
en los mismos términos que a las personas que optan al turno libre.

Así, en el ámbito de la Bolsa Única Común para Personal Laboral de la Administración de la Junta de 
Andalucía, en relación a la queja aún en tramitación 23/7033, recibimos informe de la administración 
donde nos dice que “Tan pronto se ha puesto de manifiesto dicha circunstancia, se consideró que 
tanto la interpretación teleológica de la aplicación del cupo de reserva para personas con disca-
pacidad, como la similitud de aplicación de lo dispuesto en los procesos selectivos de acceso a la 
condición de personal funcionario de carrera o de personal laboral fijo, en los que se contempla 
expresamente que en el supuesto de que alguna de las personas con discapacidad que se haya 
presentado por el cupo de discapacidad superase el proceso selectivo pero no obtuviera plaza en 
dicho cupo, y su puntuación fuera superior a la obtenida por otras personas aspirantes del turno 
general, será incluida por su orden de puntuación en el turno general. Esto siempre y cuando haya 
obtenido en el proceso selectivo una puntuación igual o superior a la establecida para el turno gene-
ral, se ha llevado a cabo la adaptación del sistema informático para permitir que una persona con 
discapacidad pueda ocupar un lugar en una determinada bolsa no por el turno de discapacidad, 
sino por disponer de una puntuación suficiente con independencia de su condición, siendo resuelta 
esta adaptación el día 30 de agosto de 2023.”

Por último, referirnos a la queja 22/2889 en la que la interesada nos explica que ha sido requerida para 
cubrir un puesto de trabajo que no puede desempeñar porque la Delegación Territorial de Empleo no 
le concede el Certificado de Profesionalidad correspondiente. Tras solicitar los correspondientes in-
formes a la administración afectada (Delegación Territorial de Empleo, Empresa y Trabajo Autónomo, 
en Granada) y analizar toda la documentación obrante en nuestro expediente, así como la normativa 
de aplicación, formulamos resolución argumentada en el derecho a una buena administración; el 
principio de la confianza legítima; sobre el cambio de criterio administrativo; y sobre el principio de 
coordinación administrativa. 

De acuerdo con todo ello, recomendamos a la administración “que, en el contexto del Real Decreto 
34/2008, de 18 de enero, por el que se regulan los certificados de profesionalidad, en atención a las 
actuaciones y criterios precedentes seguidos por esa delegación: 1- Se revise el expediente de la 
persona afectada, en cuanto a la acreditación para impartir el módulo de Atención Sociosanitaria a 
Personas Dependientes en Instituciones Sociales; 2- Si el resultado de la revisión fuera desfavorable, 
la decisión adoptada, que se apartaría de los antecedentes, ha de estar motivada adecuadamente; 
con alusión a los precedentes y a la necesidad de desviación de los mismos, explicando la variación 
de criterio a través de una justificación racional y razonable suficiente como para garantizar que 
no se trata de una decisión arbitraria, discriminatoria, caprichosa o irreflexiva, haciendo de este 
modo posible el ejercicio del derecho de defensa de la persona afectada”. Asimismo, le sugerimos 
“que esa delegación, en pro del principio legal de coordinación entre las administraciones públi-
cas, revise y comparta con otros órganos de las diferentes administraciones los aspectos jurídicos 
y técnicos que se vienen valorando a los efectos de homogeneizar los mismos y ofrecer seguridad 
a las personas administradas”.

Nuestra resolución no fue aceptada, no ofreciendo la Delegación Territorial una argumentación ca-
paz de desvirtuar lo relatado en nuestra resolución, por lo que cerramos sosteniendo la discrepancia 
técnica.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/solicitamos-a-la-delegacion-de-granada-que-conceda-a-una-ciudadana-su-certificado-de-profesionalidad
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2.2.3.2.3. Personas empleadas del ámbito sanitario

En el ámbito sanitario, durante el año 2023, el personal estatutario adscrito al Servicio Andaluz de 
Salud, ha formulado sus quejas en torno a diversas cuestiones de interés, siendo las más numerosas 
las que se dirigen a problemáticas vinculadas a las bolsas de empleo.

En este sentido, hemos recibido un gran número de escritos denunciando la demora en la constitu-
ción de las diversas bolsas por parte del Servicio Andaluz de Salud. Son especialmente numerosas las 
quejas recibidas en relación a las bolsas correspondientes al corte del año 2021, periodo de valoración 
de méritos hasta 31 de octubre de 2021, en sus distintas categorías. Exponentes de ello son las quejas 
23/1760 (a la que se han acumulado un total de otros 369 expedientes de queja adicionales) referida a 
la categoría de Técnicos y Técnicas en Cuidados Auxiliares de Enfermería (TCAE); 23/2317 (que acumula 
62 expedientes más) para la categoría de Auxiliares Administrativos/as; y 23/5646 (acumulando 64 
expedientes adicionales) en la que se han agrupado muchas de las restantes categorías profesionales.

En el caso de la categoría de TCAE la administración sanitaria nos informaba que finalizadas las 
tareas de baremación por parte de la Comisión de Valoración de la documentación aportada y refe-
rida a los méritos de los profesionales aspirantes de la categoría de Técnicos en Cuidados Auxiliares 
de Enfermería, el 27 de abril de 2023 se publicaron los listados provisionales, respecto a lo que esta 
Institución ha pedido a la Administración que disponga todos los medios personales y materiales 
que sean necesarios, para el cumplimiento de los plazos de las etapas pendientes de este proceso.

Sin perjuicio de ello, es necesario hacer hincapié en que los trámites consiguientes (alegaciones, 
valoración de las mismas, resolución con la publicación del listado definitivo y eventuales recursos 
sobre discrepancias con las puntuaciones), deben realizarse con las debidas garantías para todos las 
personas participantes, por lo que obviar trámites o agilizarlos sin las debidas cautelas para adelan-
tar la publicación de los listados definitivos, derivaría en el incumplimiento de la legalidad, de forma 
que el Defensor del Pueblo Andaluz tiene el deber de vigilar para, precisamente, evitar una posible 
nulidad de esos procesos se selección, con los perjuicios que ello conllevaría para todos las personas 
interesadas.

En el mismo sentido, para el cuerpo auxiliar administrativo, la Administración nos informaba que el 
asunto también se encuentra en vías de solución, en tanto que nos refería que la correspondiente 
Comisión de Valoración se encuentra inmersa “en sus labores de baremo de todos aquellos méritos y 
documentación correspondiente aportados por los profesionales, con el objetivo de finalizar dichas 
labores, y poder publicar los listados de personas candidatas y aspirantes correspondientes al corte 
en cuestión, siendo éste el objetivo último de esta administración sanitaria”.
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Por su parte respecto a las restantes categorías afectadas por la demora en la gestión de la bolsa corte 
2021, el Servicio Andaluz de Salud nos trasladaba su “total implicación en la necesidad de llevar a cabo 
un trabajo intenso y continuo con un objetivo inequívoco, como es el de la publicación de los listados 
definitivos a la mayor brevedad posible”, así como su intención y pretensión de tener actualizado el 
corte de bolsa 2022-2023 durante el mes de marzo de 2024, tal y como se han comprometido con las 
organizaciones sindicales integrantes de la Mesa Sectorial a inicios del mes noviembre.

Más complicadaes la situación en la que aún se encuentra la bolsa de la categoría Técnicos/as Espe-
cialistas de Dietética, respecto de la que hemos recibido diversas quejas en las que nos refieren que 
su demora es muy superior a las restantes, ya que su última actualización se produjo en 2019 (Queja 
23/8500). Al redactarse el presente informe, nos encontramos esperando la remisión del informe que 
hemos requerido al SAS. 

Otra problemática recurrente en relación a las Bolsas gestionadas por la administración sanitaria 
es la disconformidad con las baremaciones, que han determinado, de nuevo este año, un gran 
número de quejas tramitadas. 

Los motivos de disconformidad se centran normalmente en el desacuerdo sobre la puntuación obte-
nida en relación a los méritos alegados, aunque en algunos supuestos se plantea también disconfor-
midad sobre los criterios de baremación o los cambios producidos en los mismos respectos de otras 
convocatorias. Sin embargo, como ocurre también en el caso de los procesos de acceso al resto de 
ámbitos del empleo público, la gran mayoría de las personas que se consideran perjudicadas no han 
recurrido las bases de la correspondiente convocatoria (como ocurre, por ejemplo, en la queja 23/8528).

En todo caso, la mayor parte de estas quejas, como en años anteriores, se vuelven a referir a la falta 
de respuesta de la Administración en plazo, especialmente por lo que se refiere a los recursos de 
reposición presentados contra los listados definitivos. 

A modo de ejemplo, de las que se han podido concluir con resolución expresa por parte de la admi-
nistración sanitaria citamos la queja 23/3430, la queja 23/4979, la queja  23/5143, la queja 23/6034 y la 
queja 23/7131. 

En otros casos se mantiene el silencio, de forma que por esta Institución se ha tenido que dirigir a 
la administración, tras numerosos reiteraciones, la correspondiente Resolución con Recordatorio de 
Deberes Legales y Recomendación de actuación. Se realiza un recordatorio sobre su obligación legal 
de resolver y notificar a las personas interesadas las correspondientes resoluciones de los recursos 
que hubieran presentado ante la misma, así como de adoptar las medidas de racionalidad organi-
zativa que sean necesarias, para poder resolver en los plazos legalmente establecidos para ello las 
solicitudes y/o recursos presentados por las personas interesadas (como ejemplo, la queja 23/3963).

Cabe indicar que en muchos casos las quejas se refieren al desconocimiento por la persona afecta-
da de los motivos por los que sus alegaciones a los listados provisionales no han sido estimadas por 
la Administración. Al respecto, las bases de las correspondientes convocatorias prevén que dichas 
alegaciones queden contestadas con la publicación de los listados definitivos.

Otras cuestiones que denuncian las personas promotoras de quejas, referentes a temas de empleo 
público del SAS, de especial interés en reseñar, siquiera someramente, son: las denuncias que se 
refieren a la disminución de las plazas inicialmente ofertadas al publicarse la Oferta de Empleo 
Público 2018-2021, respecto a lo que, tras nuestra intervención la administración nos informa que 
detectó errores en los listados de puestos ofertados inicialmente para que los que habían obtenido 
plaza fija en dicha oferta pudieran elegir destino. El error en el listado de destinos, ya corregido, se 
produjo al remitir a publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía una oferta de plazas 
que no correspondían al proceso 2018- 2021, sino a la totalidad de las plazas existentes en el SAS en 
determinadas categorías. La administración indica que estos puestos se ofertarán en el próximo 
proceso extraordinario de estabilización (como ejemplo, la queja 23/396).

En otras ocasiones nos plantean agravios comparativos en relación al personal de la administra-
ción general de la Junta de Andalucía en diversas cuestiones (normalmente de orden económico: 
retribución, reconocimiento de trienios y servicios previos, premio de jubilación…) que, sin embargo, 
obedecen a la sujeción de tal personal a un régimen jurídico distinto, por lo que su solución debe 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-al-sas-que-adopte-medidas-de-racionalizacion-organizativa-para-el-cumplimiento-de-plazos
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articularse a través de la negociación colectiva del personal afectado con la administración sanitaria. 
Citar a modo de ejemplo la queja 23/7614.

También la reivindicación de creación, dentro del Personal Estatutario SAS, de la categoría profesional 
de Técnico Superior de Higienista Bucodental (queja 22/3493), con los que tenemos pendiente de 
celebrar una reunión a inicios de 2024 a fin de que nos trasladen sus alegaciones al informe evacuado 
por la administración sanitaria. 

Por último, mencionar que nos han llegado quejas, que se encuentran en una fase muy inicial de 
nuestra investigación, en las que se plantean diversos temas, tales como los referidos a los cuadran-
tes de turnos; limitación a participar en las bolsas de empleo a las personas mayores de 65 años y 
menores de 67; reclamaciones por pago de las tasas de exámenes que han coincidido en el mismo 
día y hora, en concreto para las categorías Celador y Celador Conductor; impago de determinados 
conceptos salariares; intrusismo cuerpo de Psicólogos/as Especialista en Psicología Clínica en varios 
hospitales andaluces; o insuficiencia de plantilla en las urgencias del Hospital de la Costa del Sol.

2.2.3.2.4. Personas 
empleadas del ámbito 
docente

En este apartado nos referimos a las denuncias reali-
zadas por el personal docente adscrito al ámbito pú-
blico de la Junta de Andalucía, que en este año han 
sido relativas en un elevado número a los procesos de 
estabilización; y, en cuanto al personal docente de cen-
tros concertados, referidas generalmente a cuestiones 
retributivas. A continuación, hacemos un repaso de las 
que consideramos más relevantes.

En el ámbito público de la Junta de Andalucía, des-
tacamos la situación planteada por los profesores inte-
rinos frente a los procesos de estabilización. Se han 
dirigido a esta Defensoría para exponer su desacuerdo 
con el contenido de la disposición transitoria quinta del 
Real Decreto 270/2022, de 12 de abril, por el que se mo-
difica el Reglamento de ingreso, accesos y adquisición 
de nuevas especialidades en los cuerpos docentes a que 
se refiere la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Edu-
cación, y se regula el régimen transitorio de ingreso a 
que se refiere la disposición transitoria decimoséptima 
de la citada Ley, aprobado por Real Decreto 276/2007, 
de 23 de febrero. En la referida disposición transitoria 
quinta se aborda la convocatoria excepcional de estabi-
lización de empleo temporal de larga duración a que se 
refieren las disposiciones adicionales sexta y octava de 
la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgen-
tes para la reducción de la temporalidad en el empleo 
público. Las personas promotoras consideran que esta 
normativa contraviene las indicaciones del Tribunal de 
Justicia de la Unión Europea, pues se persigue la esta-
bilización de las plazas en vez de la estabilización de las 
personas; en esta línea citamos la queja 23/3198.

Por otra parte, aunque también consecuencia de los 
procesos de estabilización, queremos reseñar que al 
inicio del curso académico 2023-2024 hemos recibido 
numerosas quejas de personas interinas que se han vis-
to desplazadas de los lugares habituales a los que eran 
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destinadas y que solicitaban a la administración educativa que tuvieran en cuenta la conciliación de 
su vida familiar y laboral, en especial en situaciones de personas enfermas a cargo o de enfermedad 
de la propia persona interina o con sentencias de divorcio y reparto de custodia de los menores a 
cargo (como ejemplo la queja 23/4641 o la queja 23/6412).

Igualmente abundantes han sido las quejas recibidas relativas a las precarias condiciones laborales 
del personal técnico de integración social (PTIS) de los centros educativos, especialmente en lo 
que se refiere a irregularidades que se imputan a la contratista del servicio que se presta a través de 
la Agencia Pública Andaluza de Educación, entidad a la que nos hemos dirigido y de la que recibimos 
informe recientemente. En el momento de redactar este informe estamos pendientes de recibir 
alegaciones de la persona promotora de la queja inicial 23/7744

Otro colectivo que padece una precaria situación laboral es el de Intérpretes de Lengua de Signos 
Española que son contratados en el ámbito de la educación en Andalucía, de la que son representa-
tivas la queja 23/6265 y la queja 23/7170, y asimismo se refieren a posibles incumplimientos por parte 
de las empresas contratistas de este servicio, la primera de ellas en relación a las distintas provincias 
andaluzas y la segunda concreta para la provincia de Almería. Durante la redacción de estas líneas, 
ha tenido entrada en esta Institución el informe solicitado a la administración, que será analizado a 
la mayor brevedad a fin de poder colaborar en la resolución de esta situación. 

Asimismo, nos han llegado quejas denunciando la falta de cobertura de plazas vacantes de carác-
ter administrativo y de servicios en los Institutos de Enseñanza Secundaria de nuestra Comunidad 
y en las Escuelas de Arte de Andalucía. Esta problemática se repite cada año, especialmente en los 
inicios del curso escolar, afectando gravemente al desempeño de la actividad docente, tanto desde 
el punto de vista del profesorado que se ve abocado a la realización de funciones administrativas 
en menoscabo de las propias, como desde el punto de vista del alumnado que recibe una atención 
mermada. Desde esta Institución hemos decidido iniciar queja de oficio, que la hemos identificado 
como queja 23/5916, con la finalidad de conocer las circunstancias por las que no se procede a la co-
bertura de las plazas necesarias y, en su caso, exigir a la administración competente que se adopten 
las oportunas medidas para resolver esta situación. 

Por último, en relación también con el ámbito docente, manifestar que hemos finalizado nuestra 
investigación de oficio en la queja 22/5514, iniciada en 2022, referida al instrumento jurídico, de ca-
rácter mercantil, utilizado para la relación de servicios entre la Escuela Andaluza de Salud Pública 
y las personas profesoras asociadas. Al respecto, le sugerimos a la Escuela “que en el modelo de 
acuerdo específico de colaboración como personal docente asociado que se viene utilizando por 
esa Escuela, y en cuanto a la cláusula relativa a la duración del mismo, se amplíe su contenido en 
el sentido de ofrecer mayor información sobre el carácter de sus prórrogas, es decir, si han de en-
tenderse automáticas o requieren una acción concreta; el plazo máximo total de vigencia, incluidas 
las posibles prórrogas; y la posibilidad de extinguir el contrato antes de su fin, por cualquiera de 
las dos partes, previo el correspondiente preaviso y el plazo para el mismo”, que finalmente aceptó 
nuestra resolución.

Con respecto al personal docente que presta servicios en centros educativos concertados, merece 
mención la queja 22/7281, relativa a la paga de los 25 años de antigüedad en la empresa, recogida 
en los convenios de discapacidad y concertada para los docentes de pago delegado. La Federación 
de Sindicatos Independientes de Enseñanza (FSIE) de Granada manifestaba en su escrito que esta 
paga dejó de abonarse a partir del 17 de agosto de 2013, fecha en la que se publicó el VI Convenio 
de Concertada, argumentando la Consejería de Desarrollo Educativo y Formación Profesional la “no 
disponibilidad presupuestaria”. Después de la correspondiente tramitación, y a la vista de la docu-
mentación que consta en el expediente, de la legislación aplicable y de la jurisprudencia existente, 
cerramos el expediente informando a los promotores que, en este momento, no observamos que 
exista en la actuación de la Administración un comportamiento contrario a la normativa aplicable 
que nos permita la adopción de algunas de las medidas que prevé el artículo 29.1 de la Ley 9/1983, de 
1 de diciembre, reguladora de esta Institución. No obstante, sugerimos a los promotores que valoren 
un nuevo acercamiento con la administración para abordar este asunto. 

Por otra parte, hemos recibido varias quejas formuladas por socios cooperativistas sobre abono de 
trienios; exponen que desempeñan su actividad docente para el mismo centro desde el año 2003 y 
que, actualmente, tienen reconocidos sólo cinco trienios por los servicios de gestión del pago delega-
do cuando procederían seis. En este sentido, manifiestan los promotores que la Junta de Andalucía 

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-el-deficit-de-puestos-de-administacion-y-servicios-en-los-centros-de-educacion
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/sugerimos-a-la-escuela-andaluza-de-salud-publica-determinadas-cuestiones-sobre-la-colaboracion-del
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estuvo abonando el sexto trienio hasta enero de 2022, pero que cuestiona este abono al diferenciar 
a personal con contrato laboral y al personal socio de cooperativa en régimen general. La queja se 
encuentra en tramitación en estos momentos, estando a la espera de respuesta del informe solicitado 
a la Consejería de Desarrollo Educativo y Formación Profesional (queja 23/4468).

2.2.3.2.5. Personas empleadas del ámbito local

Con respecto a los empleados y empleadas del ámbito local hemos atendido numerosas quejas de 
diversos temas tales como policías locales, procesos de estabilización, cupos de discapacidad o diso-
lución de mancomunidades. A continuación, resaltamos las más significativas.

En cuanto a la policía local, han sido numerosas las quejas recibidas tras la aprobación de la Ley 
6/2023, de 7 de julio, de Policías Locales de Andalucía. 

Al respecto, ha causado especial rechazo entre los policías y las policías locales la nueva regulación de 
las permutas (hemos acumulado en las quejas 23/6489, 23/6592, 23/6593, 23/6594, 23/6596, 23/6597, 
23/6598, 23/6635, 23/6653, 23/6686, 23/6716, 23/6730, y la queja 23/6944); la exigencia de haber prestado 
servicios durante al menos cinco años en el municipio en el que se obtuvo plaza para poder acceder 
al turno libre (queja 23/7691); o, incluso, la aplicación de la nueva ley en procesos ya iniciados (queja 
23/6691).

Lamentamos el desacuerdo de las personas afectadas con el nuevo régimen legal, a las que hemos 
informado del proceso de elaboración y aprobación de una ley indicando aquellos trámites en los que 
cabe la participación ciudadana y, por tanto, plantear las reivindicaciones que se estimen convenien-
tes, dado que no observamos en estos momentos ninguna actuación irregular de la Administración 
andaluza en relación con la aplicación de la vigente Ley 6/2023, de 7 de julio.

En cuanto a los procesos de estabilización, se han planteado diversos temas, entre ellos el referido 
a las bases de una convocatoria en el Ayuntamiento de Nigüelas (Granada), por el baremo de méritos 
profesionales en función de si la experiencia profesional se ha obtenido en la misma administración 
convocante o en cualquier otra. 

En este caso hemos recordado a la administración, además de la normativa correspondiente, el trata-
miento que ha dado a este tema la jurisprudencia y entre otras sentencias hemos citado la 281/1993, 
de 27 de septiembre, del Tribunal Constitucional, en la cual se señala lo siguiente: “...una diferencia no 
justificada es, precisamente, la contenida en el baremo ahora enjuiciado, toda vez que diferenciar 
a los concursantes en función del Ayuntamiento en el que han adquirido determinada experiencia 
y no a partir de la experiencia misma, con independencia de la Corporación en la que se hubiera 
adquirido, no es criterio razonable, compatible con el principio constitucional de Igualdad. Antes 
aún, con semejante criterio evaluador se evidencia una clara intención de predeterminación del 
resultado del concurso a favor de determinadas personas y en detrimento —constitucionalmente 
inaceptable— de aquéllas que, contando con la misma experiencia, la han adquirido en otros 
Ayuntamientos”». 

De acuerdo con todo ello, se dictó resolución recomendando la eliminación de diferencias abusivas en 
la valoración de la experiencia en puestos similares, por tratarse de un requisito contrario al principio 
de igualdad proclamado en los artículos 14 y 23 de la Constitución en relación con los principios de 
mérito y capacidad del artículo 103.3 de la Constitución. Coincidiendo con la redacción de estas líneas, 
se ha recibido respuesta de la administración convocante en la que se nos informa que se acepta 
íntegramente la recomendación formulada por esta Institución.

Con respecto a las quejas relativas a mancomunidades disueltas, se denuncia que dejan pendientes 
temas relativos a responsabilidades laborales con sus anteriores empleados y ningún ayuntamiento 
de los que conformaban la mancomunidad se quiere responsabilizar del asunto. A modo de ejemplo, 
reseñamos las quejas 23/1661 y la 23/3231, en esta última después de nuestra intervención, el asunto 
está resolviéndose favorablemente.
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2.2.3.3. Actuaciones de oficio
Por lo que se refiere a actuaciones de oficio, a continuación se relacionan las que han sido iniciadas 
a lo largo del año:

	▷ Queja 23/1529, dirigida a los Ayuntamientos con una población inferior a los 50.000 habitantes, 
con el propósito de que regulen bonificación o exención con respecto a la tasa por derecho a exa-
men para determinados colectivos, que pueden tener dificultades económicas para hacer frente 
a las misma y, de este modo, encontrarse limitados en su derecho de acceso al empleo público.

	▷ Queja 23/5916, dirigida a la Dirección General del Profesorado y Gestión de Recursos Humanos y 
a la Dirección General de Recursos Humanos y Función Pública, con el propósito de conocer las 
causas por las que no se cubren los puestos de administración y servicios (administrativos, orde-
nanzas y personal de limpieza) en los Centros de Educación Secundaria de nuestra Comunidad.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-sobre-la-regulacion-de-la-tasa-por-derecho-a-examen-en-las-ordenanzas-municipales-en
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/preguntamos-por-el-deficit-de-puestos-de-administacion-y-servicios-en-los-centros-de-educacion
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